
 

 

 

 

  

 

JUZGADO SEPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA 

 

SIGCMA 

Montería, veintitrés (23) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Clase de proceso ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO 

Radicado 23.001.33.33.007.2020-00051 00 

Accionante DAGOBERTO PEREIRA PEÑA 

Accionando OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS 

Asunto RECHAZA DEMANDA  

 
El señor DAGOBERTO PEREIRA PEÑA, actuando en causa propia, en ejercicio de la acción 
de cumplimiento, ha presentado demanda contra de la OFICINA DE REGISTRO DE 
INSTRUMENTOS PUBLICOS de Montería, con el fin de que se dé cumplimiento por parte de 
la accionada a la Resolución No. 15357 del 2 de octubre de 2019 de la Agencia Nacional de 
Tierras. 
 

CONSIDERACIONES: 
 
Sea lo primero precisar que la acción de cumplimiento prevista en el artículo 87 de la 
Constitución Política y desarrollada por la Ley 393 de 1997, tiene como finalidad la 
materialización efectiva de aquellos mandatos contenidos en leyes o en actos administrativos, 
a efectos de que el Juez de lo Contencioso Administrativo le ordene a la autoridad que se 
constituya renuente, proveer al cumplimiento de aquello que la norma o acto administrativo 
prescribe. 
 
Dentro de los requisitos previos para demandar ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, establecidos en el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, el numeral 3º, ordena que “cuando se pretenda el cumplimiento 
de una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo, se requiere la constitución 
en renuencia de la demandada en los términos del artículo 8° de la Ley 393 de 1997”. 
 
De igual forma, la norma en cita dispone en su inciso 2º lo siguiente:  

 
“Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá que el accionante 
previamente haya reclamado el cumplimiento del deber legal o administrativo y la autoridad se 
haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la 
presentación de la solicitud.  Excepcionalmente se podrá prescindir de este requisito, cuando el 
cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable para el 
accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en la demanda”. (Negrillas del Despacho).  

 
La Ley 393 de 1997, en su artículo 12 nos enseña que la demanda de cumplimiento es 
susceptible de corrección y rechazo.  Este último procede en dos eventos: a) cuando la solicitud 
careciere de alguno de los requisitos señalados en el artículo 10 y el demandante no los corrige 
el término de dos (2) días, y b) “En caso de que no aporte la prueba del cumplimiento del requisito 
de procedibilidad de que trata el inciso segundo del artículo 8°., salvo que se trate de la excepción 
allí contemplada, el rechazo procederá de plano”. 
 
El numeral 5 del artículo 10 de la citada ley señala que la demanda de cumplimiento deberá 
contener la prueba de la renuencia, salvo la excepción contenida en el inciso segundo del 
artículo 8º ibídem. De acuerdo con ésta última norma, con el propósito de constituir la 
renuencia, se requiere que el accionante previamente haya reclamado el cumplimiento del 
deber legal o administrativo y la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no 
contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación de la solicitud. No 
obstante, de acuerdo con esa norma, se puede prescindir de ese requisito cuando el cumplirlo 
implique la inminencia de un perjuicio irremediable, evento en el cual debe sustentarse en la 
demanda. 
 
En múltiples fallos del órgano de cierre de lo contencioso administrativo ha indicado la forma 
en que debe constituirse en renuencia para poder demandar el cumplimiento de normas con 
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fuerza material de ley o actos administrativos, como en sentencia del treinta (30) de junio de 
dos mil dieciséis (2016) Radicación número: 25000-23-41-000-2015-02309-01(ACU) Actor: 
ASOCIACION DE TRABAJADORES DEL SISTEMA JUDICIAL COLOMBIANO Y AFINES 
ASONAL JUDICIAL SI Demandado: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, SALA 
ADMINISTRATIVA, donde indicó:  

 
“En desarrollo de este mandato constitucional, la Ley 393 de 29 de julio de 19977 que reglamenta 
esta acción, exige como requisito de procedibilidad “la renuencia” (artículo 8°), esto es, haber 
reclamado en sede administrativa antes de ejercitar la demanda la atención de la norma o del 
acto administrativo que se considera desacatado, y que la autoridad no respondatranscurridos 10 
días o se niegue a atender su cumplimiento. 
 
Para que la demanda proceda, se requiere: a) Que la norma legal o acto administrativo contenga 
un mandato imperativo e inobjetable radicado en cabeza de una autoridad pública o de un 
particular en ejercicio de funciones públicas, al cual se reclama el cumplimiento; y que, en 
efecto, se establezca que existe la desatención de la norma o acto;  
 
b) Que el actor pruebe que antes de presentar la demanda exigió al que consideró como obligado, 
el cumplimiento de su deber legal (constitución en renuencia);  
 
c) Que el afectado no haya podido ejercer otro instrumento judicial para lograr el efectivo 
cumplimiento del deber jurídico contenido en el acto administrativo (subsidiaridad), salvo el 
caso que, de no proceder el juez, se produzca un perjuicio grave e inminente para quien ejerció 
la acción; que no se trate de una norma que establezca gastos, ni tampoco del reclamo de un 
derecho que pueda garantizarse por la vía de la acción de tutela.” 
 
(…) 
 
2.4. Del agotamiento del requisito de procedibilidad La procedencia de la acción de cumplimiento 
se supedita a la constitución en renuencia de la autoridad, que consiste en el reclamo previo y 
por escrito que debe elevarle el interesado exigiendo atender un mandato legal o consagrado en 
acto administrativo con citación precisa de éste1 y que ésta se ratifique en el incumplimiento 
o no conteste en el plazo de diez días siguientes a la presentación de la solicitud.  
 
Para el cumplimiento de este requisito de procedibilidad la Sala, ha señalado que “…el reclamo 
en tal sentido no es un simple derecho de petición sino una solicitud expresamente hecha con el 
propósito de cumplir el requisito de la renuencia para los fines de la acción de cumplimiento”2 
(Subrayas fuera de texto), e igualmente que3: 
 
“Para entender a cabalidad este requisito de procedencia de la acción es importante tener en 
cuenta dos supuestos: La reclamación del cumplimiento y la renuencia. 
 
 El primero, se refiere a la solicitud dirigida a la autoridad o al particular que incumple la norma, 
la cual constituye la base de la renuencia, que si bien no está sometida a formalidades 
especiales, se ha considerado que debe al menos contener: La petición de cumplimiento de 
una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo; el señalamiento preciso 
de la disposición que consagra una obligación y la explicación del sustento en el que se funda 
el incumplimiento. (subrayas del Despacho) 
 
Por su parte, la renuencia al cumplimiento puede configurarse en forma tácita o expresa, puesto 
que se presenta cuando el destinatario del deber omitido expresamente ratifica el 
incumplimiento o si transcurridos 10 días desde la presentación de la solicitud, la entidad o el 
particular guardan silencio con relación a la aplicación de la norma. Esto muestra que el requisito 
de procedencia de la acción prueba la resistencia del destinatario de la norma a cumplir con ella. 
 
 Así las cosas, para probar la constitución de la renuencia expresa es necesario analizar tanto la 

                                            
1Sobre el particular esta Sección ha dicho: “La Sala también ha explicado que con el fin de constituir en renuencia a una entidad pública o a 

un particular que actúe o deba actuar en ejercicio de funciones públicas, es necesario haber reclamado de éste el cumplimiento del deber legal 

o administrativo, para lo cual se deberá precisar la norma o normas en que se consagró su deber inobjetable y, por ende, exigible, pues lo 

contrario conduce a la improcedencia de la acción por carecer del requisito de renuencia. Como el accionante reclamó de la Superintendencia 
de Puertos y Transporte el cumplimiento de los artículos 41 del Decreto 101 de 2000; 14 del Decreto 1016 de 2000 y 3, 4 y 10 del Decreto 

2741 de 2001, los cuales constan, en su orden, de 4, 14, 4, 6 y 9 numerales, sin indicar con claridad en cuál de ellos se consagra el deber legal 

que pedía cumplir, en criterio de la Sala, atendiendo la ley y la jurisprudencia que sobre la materia se ha fijado, estima que no se cumplió con 
el requisito de procedibilidad de la acción, por lo que así se debió declarar por el Tribunal a quo” 10. (Negrita fuera de texto) 

2Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, providencia del 20 de octubre de 2011, Exp. 2011-01063, C.P. 

Dr. Mauricio Torres Cuervo. 

3Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Sentencia del 9 de junio de 2011, expediente 47001-23-31-000-2011-00024-01. 

Consejera Ponente: Doctora Susana Buitrago. 
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reclamación del cumplimiento como la respuesta del destinatario del deber omitido, puesto que 
la primera delimita el marco del incumplimiento reclamado. Y, para demostrar la renuencia 
tácita es necesario estudiar el contenido de la petición de cumplimiento que previamente debió 
formular el demandante, pues, como se dijo, aquella define el objeto jurídico sobre el cual 
versará el procedimiento judicial para exigir el cumplimiento de normas con fuerza material de 
ley o actos administrativos4 ” (Negrillas fuera de texto). 

 
En efecto, el inciso segundo del artículo 8º de la Ley 393 de 1998 establece lo siguiente:  
 
 “Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá que el 
accionante previamente haya reclamado el cumplimiento del deber legal o administrativo y la 
autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10) días 
siguientes a la presentación de la solicitud”. 
 
 Por otra parte, para dar por satisfecho este requisito no es necesario que el solicitante en su 
petición haga mención explícita y expresa que su objetivo es constituir en renuencia a la 
autoridad, pues el artículo 8° de la Ley 393 de 1997 no lo prevé así; por ello, basta con advertir 
del contenido de la petición que lo pretendido es el cumplimiento de un deber legal o 
administrativo y, que de este pueda inferirse el propósito de agotar el requisito en mención. 

 
En el sub-judice, el accionante, aporta escrito del 13 de octubre de 2020 dirigido a la 
accionada, en el que se describe como ASUNTO: INSCRIPCION DE LA RESOLUCION 1537 
DEL 02 DE OCTUBRE DE 2019, con el radicado de recibido 20204201032061, sin que se 
aporte otro documento que el accionante haya presentado ante la accionada. 
 
Por lo tanto, una vez verificada esta petición, la misma no constituye la renuencia exigida en 
las normas citadas y en consecuencia, la demanda no reúne los requisitos de ley, motivo por 
el cual se rechazará de plano. 
 
- El Articulo 10 de la ley 393 de 1997, señala lo siguiente: 
 

“ARTICULO 10. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud deberá contener: 
1. El nombre, identificación y lugar de residencia de la persona que instaura la acción. 
2. La determinación de la norma con fuerza material de Ley o Acto Administrativo 
incumplido. Si la Acción recae sobre Acto Administrativo, deberá adjuntarse copia del 
mismo. Tratándose de Acto Administrativo verbal, deberá anexarse prueba siquiera 
sumaria de su existencia. 
3. Una narración de los hechos constitutivos del incumplimiento. 
4. Determinación de la autoridad o particular incumplido. 
5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción del inciso segundo del 
artículo 8º de la presente Ley, y que consistirá en la demostración de haberle pedido 
directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva. 
6. Solicitud de pruebas y enunciación de las que pretendan hacer valer. 
7. La manifestación, que se entiende presentada bajo gravedad del juramento, de no 
haber presentado otra solicitud respecto a los mismos hechos o derechos ante ninguna 
otra autoridad.”  (Negrillas fuera del texto original). 

     

No se ha aportado al plenario una solicitud expresamente hecha a la OFICINA DE 
INSTRUMENTOS PUBLICOS, con el propósito de cumplir el requisito de la renuencia para los 
fines de la acción de cumplimiento, no se prueba con los documentos que se aportan que se 
haya elevado una solicitud con el propósito que la demandada cumpla determinada norma con 
fuerza material de ley o acto administrativo. 
 
En consecuencia, la demanda no reúne los requisitos de ley para ser siquiera admitida, motivo 
por el cual se rechazará de plano la acción, tal y como lo dispone la Ley 393 de 1997, en su 
artículo 12, numeral b). 

 
 
En virtud de lo expuesto, se  
 
 

                                            
4Sobre el tema, Consejo de Estado, Sección Quinta, providencia del 24 de junio de 2004, exp. ACU-2003-00724, MP.: Darío Quiñones 

Pinilla. 
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RESUELVE 
 
PRIMERO: Rechazar la acción de cumplimiento presentada por el señor DAGOBERTO 
PEREIRA PEÑA contra la OFICINA DE INSTRUMENTOS PUBLCIOS DE MONTERIA, por las 
razones expuestas en este proveído. 
 
SEGUNDO: Ejecutoriado el presente auto, archívese el expediente. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 
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JUEZ  
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